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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA LABORAL

MAGISTRADO PONENTE: HERNÁN MEJÍA URIBE

Pereira, nueve de julio de dos mil nueve

Acta número 0044 del 9 de julio de 2009

En la fecha, siendo las tres de la tarde, esta Sala y su Secretaria declaran abierto el acto público programado para resolver la alzada que la parte demandada ha propiciado contra la sentencia con que el Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira el 6 de febrero del presente año puso fin a la primera instancia del proceso ordinario laboral que Guillermo Álvarez Mejía adelanta contra la Sociedad Administradora de Pensiones y Cesantías BBVA Horizonte.
El proyecto presentado por el ponente fue discutido y aprobado según consta en el acta arriba mencionada. Para el efecto que nos ocupa se reseñan estos 

ANTECEDENTES
Manifiesta el actor que nació el 20 de noviembre de 1956, siendo calificado por medicina laboral del Instituto de Seguros Sociales con un 50,75 de pérdida de capacidad laboral de origen común, con fecha de estructuración del 6 de junio de 2005; el 29 de diciembre de 2006 solicitó ante dicha Entidad la pensión de invalidez y en el curso del trámite, fue calificado por la Junta Regional de Calificación de Invalidez de Risaralda con un porcentaje de pérdida de capacidad laboral del 27, 17%, estructurada el 6 de junio de 1995 ante la anterior decisión fue interpuesto recurso de reposición, elevándose el porcentaje de invalidez al 50,75%; por medio de escrito del 18 de octubre de 2007, el Instituto de Seguros Sociales informa que en reunión celebrada con la AFP Horizonte se determinó que a éste le correspondía decidir la prestación económica solicitada, razón por la cual la solicitud de pensión y los documentos que se habían presentado fueron remitidos a dicha AFP el 18 de abril de 2008, sin que a la fecha de presentación de la demanda se haya resuelto la petición.

Con sustento en esa relación de hechos, solicita se ordene al ente demandado el reconocimiento y pago a su favor de la pensión de invalidez, con su correspondiente tasa prestacional, a partir del 6 de junio de 1995, incluyendo intereses moratorios y costas procesales.

El Juzgado Primero Laboral del Circuito de Pereira, por decisión del 25 de junio de 2008 admitió la demanda, fl. 51, y dispuso correrle traslado a la demandada, quien en su momento respondió, refiriéndose a los hechos y oponiéndose a las pretensiones bajo el argumento de que el demandante, para la fecha de estructuración de su invalidez, se encontraba afiliado al Instituto de Seguros Sociales, amén que no ha radicado solicitud de pensión alguna ante sus dependencias. Excepcionó Inexistencia de la obligación, Cobro de lo no debido, Ausencia de derecho sustantivo, Falta de causa en las pretensiones de la demanda, Responsabilidad de un tercero, Buena fe, Prescripción, Compensación y Genérica.
Fracasó el intento conciliatorio, fl. 66, por tratarse de un derecho irrenunciable e imprescriptible. Se dio traslado de las excepciones, no hubo medidas de saneamiento que definir, se fijó el litigio y en la primera audiencia de trámite se decretaron las pruebas pedidas por las partes. 

La a-quo profirió sentencia, fl. 98, condenando a BBVA Horizonte al pago de la pensión de invalidez de origen común demandada, a partir del 6 de junio de 1995; decisión a la que arribó después de verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos por la Ley 100 de 1993 para adquirir el derecho deprecado.  
Inconforme con lo decidido el interlocutor legal de la Administradora de Fondos de Pensiones vencida apeló la sentencia, fl. 110, solicitando que se revocara en su totalidad el fallo, toda vez que a la fecha de estructuración de la invalidez, el actor no estaba afiliado a BBVA Horizonte; agrega que el demandante nunca ha realizado reclamación pensional alguna.  
CONSIDERACIONES
La inconformidad de la Entidad apelante se circunscribe a que considera que no es quien debe reconocer la pensión de invalidez al actor, toda vez que para la fecha de estructuración de la pérdida de capacidad laboral, éste no se encontraba afiliado al fondo de pensiones por ella administrado; además, considera que, l no haber presentado ante ella el actor reclamación pensional alguna, no ha podido definir si hay lugar o no al reconocimiento deprecado.

Pues bien, respecto a que el actor no presentó reclamación alguna, ello no es cierto, toda vez que a folios 30 y 31, milita copia de la solicitud de pensión de invalidez, presentada por el señor Guillermo Álvarez Mejía ante BBVA Horizonte Pensiones y Cesantías S.A.  el 18 de abril de 2008, documento que no fue tachado por la parte demandada, por lo que el argumento que esgrime al respecto resulta inocuo.
En cuanto a que no es responsable del reconocimiento de la pensión de invalidez al señor Álvarez Mejía, pues éste no era su afiliado para el momento de la estructuración del estado invalidante, tenemos que asiste razón a la a quo, pues esta Sala comparte íntegramente lo expuesto por la Corte Constitucional en la sentencia T-1011 del 6 de octubre de 2005, correctamente aplicada en primera instancia, providencia que encuadra perfectamente al caso concreto, debiendo la AFP BBVA Horizonte proceder al reconocimiento de la pensión de invalidez.
Al margen de lo anterior, tenemos que de acuerdo al documento de folios 24 a 28, la competencia para tramitar y decidir la prestación económica solicitada, fue radicada en cabeza de la aquí demandada en comité de múltiple vinculación realizado el 5 de septiembre de 2007 por el Instituto de Seguros Sociales en conjunto con, entre otros fondos, el administrado por BBVA Horizonte, por lo que no es de recibo que ahora, cuando se ve compelida a pagar la prestación solicitada por el actor, venga a argumentar la demandada que no le compete el reconocimiento de una prestación, habiendo previamente aceptado su responsabilidad para la concesión de tal beneficio. 
Respecto a la solución de los conflictos de multiafiliación entre las mismas administradoras, ha dicho el máximo órgano de la jurisdicción ordinaria:

“Dicha prueba, visible a folios 53 y 54, da cuenta de que el día 20 de febrero de 2001 se reunieron representantes del ISS y de Porvenir S.A. “para la resolución individual de conflictos de multiafiliación entre el Fondo de Pensiones y Cesantías Porvenir y el ISS sobre afiliados al Sistema General de Pensiones, los cuales presentan una reclamación de pensión, un requerimiento ante la Superintendencia Bancaria o un derecho de petición”.  Consta en el acta que en esa sesión se estudió el caso del señor Jorge Alberto De la hoz González (renglón cuarto) y se convino en que se le tendría como afiliado al ISS, para lo cual Porvenir devolvería los aportes irregulares que se habían hecho a su favor, actividad que se realizó como se desprende de las pruebas obrantes a folios 69 y 70. 

Evidentemente de haber tenido en cuenta el ad quem la anterior probanza habría arribado a una decisión totalmente contraria a la que llegó, pues habría reparado que el conflicto originado en la supuesta afiliación múltiple había sido resuelto por los propios interesados, y por lo mismo era inexistente, en ese sentido resultaba innecesario hacer el análisis probatorio y jurídico desplegado en el fallo recurrido por cuanto el examen de tal prueba era suficiente para concluir que la obligación estaba a cargo del ISS. 

Cabe tener presente que según el parágrafo del artículo 17 del Decreto 692 de 1994 “Las administradoras podrán establecer sistemas de control de multiafiliación, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia para dirimir, en casos especiales, los conflictos que se originen por causa de las múltiples vinculaciones”, de suerte que la posibilidad de que las propias administradoras definan los conflictos de afiliaciones plurales tiene fundamento en un imperativo legal y no le está permitido a los jueces apartarse de estas soluciones a que lleguen las administradoras, generando conflictos inexistentes o sacando a flote incógnitas que en verdad están resueltas.” 
 (Subrayado nuestro)

Además, tal como lo tienen reseñado de vieja data, tanto la Corte Constitucional, como la Corte Suprema de Justicia, los conflictos que se susciten entre administradores de pensiones no tienen porque afectar el derecho pensional de sus afiliados cuando acrediten los requisitos exigidos para acceder a ellos, menos cuando se Trata de una pensión de invalidez, en el trabajador se encuentra en una situación de debilidad manifiesta, haciéndose acreedor a una especial protección por parte del Estado.   

Se concluye de lo precedentemente escrito que viene inexorable la confirmación de la sentencia materia de censura, por encontrarse ajustada a derecho y al material probatorio obrante al infolio. 
En esta instancia costas a cargo de la sociedad demandada y a favor del demandante.

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley CONFIRMA la sentencia apelada.

Costas en esta Sede a cargo de la sociedad demandada y a favor del demandante.
Notificación surtida en estrados. Para constancia se suscribe la presente acta por quienes intervinieron.

Los Magistrados,





HERNAN MEJIA URIBE
FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES

ANA LUCIA CAICEDO CALDERON

LINA MARIA ARBELAEZ GIRALDO
Secretaria.
� CSJ. Cas. Laboral. Rad. 24339 junio 14 de 2005. M.P. Carlos Isaac Nader.
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